
El debate sobre el 
papel de los 
municipios en la 
prestación de 
servicios sociales. 
El ejemplo de 
Alemania y España.
Miguel Montero Lange
Sociólogo.

1. Introducción.

2. Las políticas sociales municiPales en 
Alemania.

2.1. El sistema público de cuidados de larga 
duración.
2.2. Los municipios y el seguro público de 
cuidados de larga duración.

3. La desmunipalización de los servicios 
sociales: el ejemplo español.

SUMARIO

3.1. Los municipios y el SAAD.
3.2. La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Admi-
nistración local (LRSAL).
3.3. La oposición a la LRSAL.
3.4. La sentencia de la Tribunal Constitucional.
3.5. Los motivos de la reforma.

4. Conclusiones.

5. Bibliografía. 

25



FUNDACIÓN CASER

26

Palabras CLAVE

Cuidados de larga duración; Municipios; Administración local; Ley 27/2013; Alemania; España.

ResUmen

El artículo analiza la remunicipalización de la gestión y prestación de los servicios de cuidados 
de larga duración en Alemania y el (fallido) intento de desmunicipalización de los servicios so-
ciales en España. Se trata de procesos simultáneos pero con objetivos contrarios. En Alemania, 
la puesta en marcha del seguro de cuidados implicó una marginalización de los entes locales 
no solo de la prestación de servicios sino también de los procesos de planificación y diseño de 
las estructuras locales. El rol de los municipios fue transferido a otros actores, en especial a los 
seguros de cuidados y a los gobiernos regionales. Los efectos negativos de este proceso de 
centralización sobre los servicios y la atención que reciben las personas que necesitan de estos 
cuidados ha llevado a un replanteamiento de la distribución de competencias y a una tímida 
remunicipalización de las competencias. Por otra parte, el controvertido intento de arrebatar a 
los municipios españoles las competencias de los servicios sociales a través de la LRSAL, decía ser 
una respuesta a la necesidad de estabilizar y consolidar las finanzas municipales. Sin embargo, 
pretendía recortar competencias municipales sobre todo en el ámbito de los servicios sociales y 
reforzar el ámbito provincial y la empresa privada. 
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ABSTRACT

The article analyses remunicipalization in the management and provision of long-term care 
services in Germany and the (failed) attempt to demunicipalize social services in Spain. These are 
simultaneous processes but with opposing aims. In Germany, the introduction of care insurance 
implied a marginalization of local bodies, not only in the provision of services but also in the planning 
and design processes for local structures. The role of municipalities was transferred to other actors; 
especially care insurance and regional governments. The negative effects of this centralization 
process on the services and care received by the people who need this care has led to a rethink 
in the distribution of powers and a timid remunicipalization of powers. Moreover, the controversial 
attempt to wrest social service powers from Spanish municipalities through the LRSAL (Law on 
the Rationalization and Sustainability of Local Government) was said to be a response to the need 
to stabilize and consolidate municipal finances. It aimed to cut municipal powers, especially in the 
area of social services, and to strengthen the provincial area and the private sector.

1 Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración local.
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1. Introducción.

La crisis de los años 70 obligó a los es-
tados industrializados a recalibrar el diseño 
de sus políticas sociales, incorporando a 
actores trans- o supranacionales (p. ej. la 
Unión Europea) y subnacionales (las regio-
nes y los municipios) (Kazepov, 2008). Este 
proceso, denominado “rescaling” (Kaze-
pov, 2010), se produjo en un contexto de 
consolidación de la “gobernanza multinivel” 
(Moreno, 2014) (Kazepov y Barberis, 2011). 
A pesar de que algunos autores opinan que 
la lógica dominante fue la ideología neoli-
beral, la municipalización abrió espacios 
nuevos para corregir o complementar polí-
ticas estatales (Jørgensen, 2012). La muni-
cipalización de los servicios sociales refor-
zó el principio de la subsidariedad territorial 
y el de la rendición de cuentas, elementos 
centrales para legitimar las políticas públi-
cas (Moreno, 2014). En el contexto europeo 
la remunicipalización cuenta con el apoyo 
expreso de la Comisión Europea, que ha 
impulsado iniciativas como el Pacto de 
Amsterdam para profundizar la dimensión 
local de las políticas públicas (Comisión 
Europea, 2016). 

En el pasado reciente se ha producido 
una municipalización de las políticas de in-
tegración de las personas inmigrantes (Ge-
bhardt, 2015) (Scholten y Penninx, 2016) 
(Aumüller et al., 2016) y de las políticas 
activas de empleo (Künzel, 2012) (Aurich-
Beerheide, 2015), renunciando a estructu-
ras verticales y jerarquizadas entre los dife-
rentes niveles administrativos y apostando 
por la coordinación de los actores locales y 
regionales (Kazepov, 2008). 

La primera parte de este artículo analiza 
la tímida remunicipalización de los servicios 
de cuidados de larga duración en Alema-
nia. El sistema alemán de cuidados de larga 
duración es de reciente creación y ha su-
puesto un importante avance en el desarro-
llo del estado de bienestar, incorporando a 
la Seguridad Social uno de los riesgos que 
antes no estaba cubierto de forma sistemá-
tica. Este artículo presenta de forma sucinta 
las principales características del sistema, 
a continuación, detalla el papel de los mu-
nicipios en la gobernanza de los cuidados 
de larga duración (CLD) en Alemania. La 
puesta en marcha del seguro público de 
cuidados de larga duración en 1995 supu-
so una rápida desmunicipalización. Centro 
los últimos apartados en describir la tímida 
remunicipalización que se produce a partir 
de 2008 en Alemania y que culmina con la 
entrada en vigor el 1 de enero de 2017 de 
la Tercera Ley para reforzar los CLD (Drit-
tes Pflegestärkungsgesetz - PSG III) y que 
vuelve a conceder cierto protagonismo de 
los municipios en la prestación y planifica-
ción de los servicios. 

La segunda parte está dedicada a un 
proceso de signo contrario: el intento de 
desmunicipalización impulsado en España 
por el Gobierno en 2013 con la aprobación 
de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Ad-
ministración local (LRSAL). Comienzo con 
una breve descripción de las competencias 
municipales en la prestación de servicios 
sociales y el papel de los municipios en el 
Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia SAAD. Continúo esbozan-
do brevemente los principales puntos de 
la ley así como las estrategias de diversos 
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actores – sobre todo de las Comunidades 
Autónomas – para impedir su implementa-
ción. Finalizo mencionando brevemente la 
sentencia del Tribunal Constitucional que 
anula algunas partes claves para suprimir 
las competencias municipales en este ám-
bito y presento algunos de los motivos que 
posiblemente fueron decisivos para impul-
sar la LRSAL.

2. Las políticas sociales municipales en 
Alemania.

Los municipios alemanes cubren riesgos 
que no caen en el ámbito de actuación de la 
Seguridad Social alemana (seguros de pen-
siones, desempleo, sanidad, cuidados de 
larga duración y accidentes) (Grohs y Rei-

ter, 2014), asumiendo a menudo la función 
de “garante de última instancia” (Benz et al, 
2015).

El Estado de Bienestar alemán distingue 
tres tipos de políticas sociales municipales: 
las voluntarias, las transferidas (que sue-
len complementar los grandes sistemas de 
protección) y, por último,  aquellas que los 
municipios ejecutan por delegación (Benz 
et al., 2015). El margen de decisión varía en 
función del tipo de políticas. En las volunta-
rias los municipios tienen capacidad plena 
para decidir si ofrecen un servicio y cómo 
lo ofrecen, en las transferidas solo pueden 
decidir cómo ofrecerlo y en las delegadas 
no tienen margen de decisión. 

Competencias municipales o transferidas Competencias por 
delegación

POLÍTICAS VOLUNTARIAS POLÍTICAS TRANSFERIDAS POLÍTICAS POR DELEGACIÓN

SUPERVISIÓN 
JURÍDICA GENERAL ESTATAL

SUPERVISIÓN JURÍDICA 
ESTATAL ESPECÍFICA

SUPERVISIÓN JURÍDICA 
Y TÉCNICA ESTATAL

FINANCIACIÓN A TRAVÉS
DE FONDOS MUNICIPALES

Municipios deciden si y 
cómo implementar las políticas

Municipios deciden cómo 
implementar las políticas

Los municipios no tienen 
capacidad de decisión

AUTONOMÍA MUNICIPAL

Ejemplos:
Financiación de centros para 
mayores o de ocio.
Creación de centros municipales para 
los CLD.
Apoyo a grupos de autoayuda, 
centros de asesoría.
Políticas municipales de empleo.
Viviendas públicas.

Ejemplos:
Ayuda social.
Gasto en alojamiento y calefacción 
para los perceptores de la prestación 
no contributiva por desempleo.
Apoyo para menores y jóvenes.
Servicios sociales.

Ejemplos:
Tramitación y pago de la ayuda 
para la vivienda.
Control de la salud, combatebrotes 
epidémicos.

FINANCIACIÓN A TRAVÉS 
DE LOS PRESUPUESTOS 
GENERALES MUNICIPALES

FONDOS ESTATALES O DE 
LOS GOBIERNOS REGIONALES

 Los ámbitos de actuación de las políticas sociales de los municipios.

Fuente: Grohs y Reiter 2014: 9
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Las políticas sociales tienen un enorme 
peso en el gasto municipal. El 18% de los 
trabajadores y trabajadoras de los munici-
pios pertenecen al ámbito de los servicios 
sociales, las políticas laborales y la atención 
a  jóvenes, un porcentaje superior al de los 
otros niveles administrativos (Statistisches 
Bundesamt, 2015), y los municipios desti-
nan el 24,5% de sus presupuestos a las po-
líticas sociales (Statistisches Bundesamt, 
2017). Pero la mayor parte del gasto social 
de los municipios se destina a las políticas 
transferidas, por ello los fondos disponibles 
para desarrollar las políticas sociales volun-
tarias son mínimos (Grohs y Reiter, 2014).

Los políticas sociales municipales se en-
cuentran ante la disyuntiva de querer y tener 
que impulsar políticas sociales de cercanía, 
participar en los múltiples gremios y foros 
colaborativos de políticas sociales que se 
han creado en diversos ámbitos como el 
de la integración o las políticas activas de 
empleo, pero a la vez disponen de poco 
margen económico debido a las restriccio-
nes presupuestarias (Grohs, 2015) resultan-
tes del techo de gasto que entró en vigor 
el 1.1.2011 y que será de plena aplicación 
a partir de 2020 (Benz et al., 2015). Existe 
una polarización entre aquellos municipios 
que tienen suficientes fondos para desarro-
llar políticas y otros que, por encontrarse en 
zonas económicamente deprimidas, senci-
llamente no cuentan con la necesaria dis-
ponibilidad financiera (Grohs, 2015). 

2.1. El sistema público de cuidados de larga 
duración.2

El 11 de marzo de 1994 el Parlamento Fe-
deral aprobó la ley que regula el seguro pú-
blico de cuidados, poniendo fin a un debate 
que duró más de veinte años. La Ley entró 
en vigor el 1 de enero de 1995, introducien-
do de forma gradual las diferentes presta-
ciones. El principal motivo para la creación 
de este sistema fue la grave situación finan-
ciera a la que muchos municipios se vieron 
abocados por tener que asumir parte de 
los gastos que generaba la atención a los 
CLD a través del subsidio social, una ayuda 
contributiva a la que muchos dependientes 
tenían que recurrir por no disponer de in-
gresos o patrimonio suficiente para costear 
los cuidados.

 
El seguro público de cuidados es un pilar 

independiente de la Seguridad Social junto 
a los seguros de enfermedad, pensiones, 
desempleo y accidentes. Los seguros de 
cuidados que gestionan el sistema pertene-
cen orgánicamente a las cajas de enferme-
dad. Una de las peculiaridades del sistema 
alemán es la coexistencia de seguros priva-
dos y públicos. 

El sistema alemán delega en los principa-
les actores la configuración del sistema de 
cuidados. Las federaciones regionales de 
los seguros de cuidados de larga duración 
negocian con las organizaciones regionales 
de proveedores los precios de los servicios 
y firman convenios que detallan las condi-
ciones. Si el proveedor cumple ciertos cri-
terios de calidad, los seguros de cuidados 

2 Para más información sobre el seguro público de cuidados en Alemania: Montero Lange 2017, 2015 y 2014.
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de larga duración están obligados a nego-
ciar con él. La estructura de precios pre-
senta considerables diferencias regionales, 
el Estado delega la planificación de la red 
de servicios en el mercado y confía en el 
efecto de la demanda y la oferta, lo que ha 
producido considerables disfunciones. 

El 33,5% de los servicios de atención do-
miciliaria (SAD) pertenecen al Tercer Sector 
y el 65,1% al sector mercantil. En el ámbito 
residencial el Tercer Sector tiene un peso 
superior con un 53% de los centros, se-
guido del sector empresarial con un 42,1% 
de los centros y un 37% de las plazas. El 
sector público, en concreto los municipios, 
se ha retirado de la prestación de servicios. 
Solamente el 1,4% de los SAD y el 4,8% de 
los centros son de titularidad pública. 

El seguro público de cuidados alemán 
creó estructuras de mercado y abrió ese 
mercado a la empresa privada. El Tercer 
Sector perdió su papel protagonista en 
la prestación de servicios mientras que la 
prestación pública de servicios pasó a ser 
marginal. La creación de un mercado de la 
atención a la CLD se ha traducido en una 
creciente aplicación de criterios empresa-
riales y en la irrupción de las empresas pri-
vadas con ánimo de lucro en un ámbito de 
las políticas sociales, cuestionando el papel 
privilegiado que hasta ese momento osten-
taban las organizaciones no lucrativas. La 
persona con necesidad de CLD se consti-
tuye como “cliente”, en teoría un actor más 
en ese mercado de los CLD pero en realidad 
se encuentra en una situación débil frente al 
resto debido a la falta de transparencia del 
mercado. 

2.2. Los municipios y el seguro público de cui-
dados de larga duración.

La puesta en marcha del seguro público 
de cuidados supuso una profunda rees-
tructuración del entramado de competen-
cias y, en concreto, una pérdida del poder 
que los municipios tenían en este ámbito. 
(Bundesrat, 2015). A diferencia de los siste-
mas de CLD de los países nórdicos, que se 
caracterizan por una regulación central y la 
gestión municipal, en el sistema alemán la 
regulación está centralizada por el estado 
federal y la gestión es regional, lo municipal 
tiene una importancia residual (Rodríguez, 
2015).

Hasta la introducción del seguro público 
de cuidados en 1995/1996 la competencia 
de los municipios en esta materia era prio-
ritaria. Asumían, al igual que continúan ha-
ciéndo ahora, parte del gasto de los cuida-
dos para aquellas personas que no cuentan 
con recursos económicos suficientes a tra-
vés de la ayuda social. Pero además recaía 
en los municipios la planificación, sobre 
todo, de la infraestructura de los centros de 
CLD. Hasta finales de 1994 el sector privado 
no contaba con residencias y los cuidados 
domiciliarios mayoritariamente se organiza-
ban de forma conjunta entre el Tercer Sec-
tor y los servicios municipales (Deutscher 
Städtetag, 2015). Las estructuras de ges-
tión y el reparto de competencias previos a 
la puesta en marcha del seguro público de 
cuidados permitieron a los municipios y al 
Tercer Sector mantener fuera del mercado a 
los proveedores privados sobre todo en los 
cuidados residenciales (Pabst, 2002).  

Una vez que el seguro público de cuida-
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dos se puso en marcha, el principal soporte 
legal de las políticas municipales en este 
ámbito es el artículo 71 del Código Social 
XII, que regula la ayuda social. Este artícu-
lo define las tareas de las políticas munici-
pales voluntarias de apoyo a los mayores. 
Éstas deberán “servir de aportación para 
prevenir, superar o mitigar las dificultades 
que puedan surgir en la vejez y posibilitar 
a las personas mayores su participación en 
la sociedad.” Como señalan Backes y Arn-
heim (2011), este artículo abre un abanico 
de políticas dirigidas a los mayores como 
el apoyo, asesoría y fomento de la partici-
pación y el tiempo libre, pero también en la 
creación de viviendas adaptadas para ma-
yores, la búsqueda de centros de cuidados 
de larga duración, la creación y el acceso a 
servicios adaptados a las necesidad de las 
personas mayores. Uno de los argumentos 
aducidos por los defensores de la remunci-
palización de los cuidados es la autonomía 
local, regulada por el artículo 28 de la Ley 
Fundamental de la República Federal (Nae-
gele, 2014). Además, el artículo 8 del Tomo 
XI del Código Social que regula el seguro 
público de cuidados define la prestación de 
servicios de cuidados como una responsa-
bilidad para el conjunto de la sociedad y las 
instituciones.

 
Los municipios no supieron o no quisie-

ron aprovechar la descarga económica que 
supuso el seguro público de cuidados y la 
consiguiente contracción del gasto en ayu-
da social para realizar inversiones en la in-
fraestructura de cuidados. Se retiraron de 
este ámbito, renunciando en la mayoría de 
los casos a hacer uso de las competencias 
restantes para realizar una planificación 
municipal de la infraestructura local (Naege-

le, 2014). Una prueba de ello es la práctica 
desaparición de los servicios de cuidados 
domiciliarios o residenciales en titularidad 
municipal. Pero como señala Pabst (2002) 
tampoco aprovecharon los márgenes eco-
nómicos que les brindó la introducción del 
seguro público de cuidados para ampliar la 
ofertas voluntarias. La mayoría de los muni-
cipios sencillamente congeló o incluso re-
dujo los fondos destinados a este fin. 

Los grandes ganadores de las desmunici-
palización de las políticas de cuidados fue-
ron los gobiernos regionales y los seguros 
de cuidados (Bertelsmann Stiftung, 2016). 
Este proceso de desmunicipalización ha 
supuesto la pérdida de la dimensión local 
de los CLD. Una serie de fusiones de los 
seguros de enfermedad y, por ende, de los 
seguros de cuidados de larga duración, que 
pasaron de 960 en 1995 a 113 en 2017, se 
han traducido en una pérdida no solo de 
los conocimientos de las realidades locales 
sino también del interés de intervenir en lo 
local, p. ej. regulando la oferta (Hoberg y 
Klie, 2015).

 
El mercado diseña “de facto” la infraes-

tructura de cuidados, por lo que ésta no 
suele responder a un proceso de planifi-
cación consensuado y cooperativo entre 
los seguros de cuidados y los municipios 
(Naegele, 2014).  Como señala la Federa-
ción Alemana de Ciudades y Municipios 
(Deutscher Städte- und Gemeindebund, 
2016) el seguro público de cuidados intro-
dujo “la provisión de servicios de cuidados 
siguiendo los principios del mercado. Se 
esperaba que las leyes de la oferta y la de-
manda resultarían en una atención óptima. 
La realidad es que hoy en día encontramos 
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situaciones de infraoferta y de oferta inade-
cuada. El mercado no puede corregir la so-
bre- e infraoferta ni una oferta inadecuada.” 
(Deutscher Städte- und Gemeindebund, 
2016). 

La falta de instrumentos de planificación 
de la infraestructura ha llevado a una enor-
me disparidad de las estructuras locales y 
del mix de servicios, de su accesibilidad y 
coste (Bertelsmann Stiftung 2016) así como 
de los servicios de baja intensidad (aseso-
ría, acompañamiento, etc.) que caen en el 
ámbito de las políticas sociales voluntarias 
de los municipios (Bode y Chartrand, 2011).

El cambio demográfico y el aumento 
paulatino del gasto municipal en la ayuda 
a los cuidados obligan a los municipios a 
desarrollar estrategias que logren moderar 
el gasto e introducir elementos de gestión 
local que permitan reforzar los cuidados en 
el entorno domiciliario frente a los cuida-
dos en centros, dado que éstos generan un 
gasto muy superior (Grohs y Reiter, 2014). 
Al ser un sistema de cobertura parcial, el 
copago por parte de los usuarios es consi-
derable. Los beneficiarios de las prestacio-
nes aportaron en 1999 un 21% del coste de 
la atención, en 2007 un 27%, en 2011 un 
33% (Zuchandke, 2011) y en 2013 un 32% 
(Comisión Europea, 2016). La introducción 
del seguro público de cuidados supuso 
una importante reducción del gasto en esta 
prestación que pasó de 9.000 millones de 
euros en 1994 a 3.500 millones en 1997 
(Bundesregierung, 2004). Sin embargo, el 
gasto total generado por la prestación asis-
tencial para personas en situación de CLD 

que corre a cargo de los municipios vuelve 
a subir pasando de 3.152 millones de eu-
ros en 2005 a 4.080 millones euros en 2015 
(Bundesamt für Statistik, 2017). 

2.2.1. El debate sobre la (re-) municipaliza-
ción de los cuidados de larga duración.

A partir de 2006 diversas organizacio-
nes y federaciones de municipios (Deuts-
cher Landkreistag, 2010) (Bundesvereini-
gung der kommunalen Spitzenverbände, 
2015), organizaciones de servicios sociales 
(Deutscher Verein für öffentliche und priva-
te Fürsorge, 2006) y diversas fundaciones 
(Platzek y Schnitger, 2015) (Schnitger et al., 
2016) (Bertelsmann Stiftung, 2016) (FES / 
KDA, 2013) (Hoberg et al., 2016) han inten-
tado situar la remunicipalización de los CLD 
en la agenda política. 

Varias regiones han aprovechado sus nor-
mativas regionales para implicar a los mu-
nicipios en la planificación de los cuidados. 
Renania-Palatinado ha transferido a los 
municipios la planificación de la estructura 
de cuidados3. Renania del Norte-Westfalia, 
la mayor región alemana en cuanto a po-
blación, cuenta desde 2014 con una ley 
que regula la planificación municipal de los 
cuidados, dándole un carácter más vincu-
lante que normativas anteriores. Opta por 
la coordinación como un instrumento cen-
tral, de manera que p.ej. únicamente serán 
autorizados aquellos centros residenciales 
nuevos que hayan obtenido el visto bueno 
de una conferencia local de cuidados. Pero 
existe una enorme diversidad en cuanto a la 
asignación de competencias a los municipios. 

3 https://www.lzg-rlp.de/de/pflegestrukturplanung.html
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El mapa de servicios municipales para los 
cuidados presenta una enorme variedad 
debido en muchos casos a la situación fi-
nanciera de los municipios, al reparto de 
poder regional y a la disposición para utili-
zar fondos y programas de financiación es-
tatales (Deutscher Städtetag, 2015).

Un primer intento de cambio de rumbo 
fue la Ley para el perfeccionamiento de la 
atención a la dependencia (Pflegeweite-
rentwicklungsgesetz) aprobada el 14 de 
marzo de 2008 que creaba los puntos de 
asesoría para la atención a la dependencia. 
Éstos pretenden centralizar en una sola ins-
titución la asesoría, la gestión de casos y 
el mayor número posible de servicios dirigi-
dos a personas dependientes. 

La coordinación gruesa forma parte de 
las competencias de los puntos de coordi-
nación, regulados por artículo 92c Tomo XI 
del Código Social. Éstos tienen las siguien-
tes funciones:

• Ofrecer asesoría e información acerca 
de los derechos y obligaciones de acuer-
do a la normativa social así como acerca 
de las prestaciones y ayudas.
• Coordinar los servicios locales de aten-
ción y cuidados locales.
• Crear una red que coordine todas las 
ofertas de apoyo y atención a los CLD.

Algunos gobiernos regionales han fre-
nado esta iniciativa. En estas regiones ha 
fracasado el intento de mejorar la asesoría 
municipalizando las estructuras (Deutscher 
Städtetag, 2015). En los últimos años diver-
sas organizaciones han lanzado propuestas 
para convertir los puntos de coordinación 

“en centros locales de servicios y de coor-
dinación para mayores que tengan como 
objetivo garantizar el mix de cuidados de 
recursos propios y ajenos, cuidados for-
males e informales, sanidad, cuidados y 
apoyo a las personas mayores (FES / KDA, 
2013). Hoberg y Klie (2015) señalan que es-
tos puntos de coordinación gruesa podrían 
funcionar incluso como bisagra o puente 
entre el sistema de salud y el de los CLD, 
coordinando por ejemplo los procesos de 
alta hospitalaria. 

Resulta llamativo que el modelo de refe-
rencia para el debate alemán no sea el nór-
dico, sino el japonés. A partir de los años 
90 Alemania y Japón prácticamente inicia-
ron de forma simultánea una profunda re-
forma de los CLD, introduciendo sistemas 
homogéneos y centralizados (Campbell et 
al., 2016) Las similitudes de los retos que 
afrontan ambos países son evidentes: un 
rápido envejecimiento de la población, una 
fuerte erosión de la capacidad de las redes 
familiares para asumir los cuidados y una 
presión económica considerable. Sin em-
bargo, los dos países han emprendido ru-
tas diferentes.  Japón ha municipalizado los 
servicios de cuidados, dotando a los entes 
locales de competencias y fondos suficien-
tes para asumir estas tareas (Nakanishi et 
al., 2015, 2014), mientras que Alemania  se 
ha mostrado reticente a volver a situar a los 
municipios en el centro del sistema. 
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2.2.2. El grupo de trabajo gobierno central/
gobiernos regionales.

Este debate, el incremento del gasto en 
la ayuda social y un amplio consenso de 
que “los cuidados de larga duración son 
más que el seguro público de cuidados y 
una atención que se rige por los minutos. 
La renuncia a las competencias y la retirada 
de las competencias de los municipios fue 
una evolución errónea. Debido a ello no fue 
posible centrar los cuidados en la cohesión 
social y buscar nuevos modelos de presta-
ción de servicios“ (Gohde, 2013) llevaron a 
los dos partidos democratacristianos, CDU 
y CSU, y al socialdemócrata SPD a incluir 
en su acuerdo de gobierno de 2013 el com-
promiso de ampliar las competencias muni-
cipales en el ámbito de los CLD en la actual 
legislatura. 

El Ministerio de Sanidad lideró el proceso 
puesto en marcha para dar cumplimiento 

a lo acordado en el acuerdo de gobierno. 
En septiembre de 2014 un  grupo de tra-
bajo conjunto de los gobiernos regionales 
y el gobierno federal inició su trabajo. For-
maban parte de este grupo cuatro ministe-
rios federales, once ministerios regionales 
y las tres principales organizaciones del 
ámbito municipal. El grupo de trabajo tenía 
tres encargos: reforzar la capacidad de los 
municipios para planificar y gestionar la es-
tructura regional de los cuidados, ampliar la 
implicación de los municipios en la estruc-
tura de los cuidados y diseñar los espacios 
sociales de tal manera que las personas 
necesitadas de cuidados puedan permane-
cer el máximo tiempo posible en su entorno 
habitual (Bund-Länder-Arbeitsgruppe zur 
Stärkung der Rolle der Kommunen, 2015).

El 12.5.2015 el grupo de trabajo presentó 
las propuestas consensuadas en diversos 
ámbitos5 comprometiéndose a implementar 
las siguientes 26 medidas: 

5 Proyectos piloto de nuevas formas de asesoría, derecho de los municipios a poner en marcha puntos de apoyo a los cuidados, 

opción a crear consejos asesores para los cuidados, participación en la puesta en marcha o ampliación de ofertas de baja intensi-

dad, facilitar la creación de gremios transversales, reforzar el papel de los municipios en la gestión de estructura de cuidados en los 

espacios sociales locales, acuerdos marco en materia de asesoría de personas necesitadas de cuidados, mejorar la disponibilidad 

Garantizar la disponibilidad de los cuidados

1.1 Crear las condiciones para institucionalizar la cooperación regional.
1.2. Definir las competencias municipales y mejorar su coordinación con los ámbitos 
de los CLD y la sanidad.
1.3. Crear un gremio para la analizar la situación de los CLD.
1.4. Obligar a los seguros de cuidados a implementar las recomendaciones de este 
gremio.
1.5. Mejorar los datos disponibles sobre la distribución regional de la necesidad de 
cuidados.
1.6. Los gobiernos regionales tendrán en cuenta las necesidades de colectivos 
necesitados de cuidados especialmente vulnerables (demencia, extranjeros) a la hora 
de diseñar sus instrumentos de ayudas.
1.7. Mejorar los datos sobre el voluntariado en los CLD.

Propuestas del grupo de trabajo.
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Ofertas apoyo de baja intensidad

2.1. Mejorar el conocimiento impulsando proyectos de investigación.
2.2 Facilitar el intercambio de información.
2.3. Facilitar el acceso a las ofertas de apoyo de baja intensidad, crear nuevos progra-
mas regionales para fomentar esta oferta.
2.4. Mejorar el uso de los fondos previstos por el Tomo XI para este tipo de apoyos.
2.5. Flexibilizar la cofinanciación municipal para este tipo de apoyos.
2.6. Los gobiernos regionales implicarán a los municipios en los trámites de evalua-
ción y concesión de estos apoyos.
2.7. Los municipios y los gobiernos regionales impulsarán la colaboración entre ofer-
tas formales e informales, implicando en especial a los puntos de apoyo a los cuida-
dos y las casas multigeneracionales.
2.8. Fomentar el voluntariado en los CLD.

Asesoría

3.1. Mejorar la cooperación entre seguros y las estructuras regionales y locales. El 
gobierno federal encargará un estudio sobre la situación de los puntos de apoyo a los 
cuidados.
3.2. Mejorar la cualificación de las personas encargadas de asesorar a las personas 
necesitadas de cuidados y sus familiares.
3.3. Reforzar estructuras municipales de asesoría, creando vías de financiación.
3.4. Poner en marcha proyectos pilotos para probar nuevas formas de asesoría.
3.5. Mejorar los datos disponibles sobre las diferentes modalidades de asesoría y la 
formación impartida a familiares cuidadores.

Viviendas adecuadas para la vejez

4.1. Crear vías de financiación pública para fomentar la creación de viviendas adecua-
das y adaptadas para personas mayores.
4.2. Gestionar la planificación de viviendas en los espacios sociales locales.
4.3. Fomentar la diversidad de los tipos de vivienda. 
4.4. Mejorar el fomento de las medidas encaminadas a mejorar el entorno vivencial 
reguladas por el artículo 40 del Tomo XI.
4.5. El gobierno federal y los gobiernos regionales se comprometen a facilitar a los 
municipios información sobre programas y ayudas
4.6. Mejorar los datos disponibles sobre las formas de vivienda de las personas nece-
sitadas de cuidados. 
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Las propuestas lanzadas por la comisión 
fueron criticadas por la Federación Ale-
mana de Ciudades (Deutscher Städtetag, 
2015) que las consideraba poco ambicio-
sas, sobre todo en lo que se refiere a la pla-
nificación y gestión de la estructura local 
de cuidados. Como aportación al grupo de 
trabajo dicha Federación (Deutscher Städ-
tetag, 2015) elaboró una propuesta que 
pretendía anclar en el Tomo XI del Código 
Social la planificación municipal de los cui-
dados. Un año después de la presentación 
de las conclusiones del grupo de trabajo, 
el gobierno publicó el Séptimo Informe so-
bre la vejez elaborado por un equipo inde-
pendiente que afirma que la falta de calado 
de las propuestas refleja la negativa de los 
seguros de cuidados y del Ministerio de 
Sanidad a ceder competencias a los entes 
locales (Deutscher Bundestag, 2016).  

2.3.3. La Tercera Ley para reforzar la aten-
ción de los cuidados de larga duración: 
Drittes Pflegestärkungsgesetz (PSG III).

El 5.9.2016 el Consejo de Ministros remitió 
al Parlamento el proyecto de la Tercera Ley 
para reforzar la atención a los cuidados de 
larga duración (Drittes Pflegestärkungsge-
setz - PSG III), que finalmente fue aprobado 
el 23.12.2016 y entró en vigor el 1.1.2017. 
El Gobierno quiso con esta Ley trasponer 
al menos parte de las recomendaciones del 
grupo de trabajo y dar un paso hacia una 
remunicipalización de los CLD. Los cuatro 
puntos centrales de la PSG III son los si-
guientes:

• Los seguros de cuidados deberán par-
ticipar en las comisiones locales para los 
CLD creados por las normativas regio-

nales. Deberán tomar en consideración 
todas las recomendaciones de estas co-
misiones en sus negociaciones con los 
proveedores de servicios y deberán dar 
los pasos necesarios para evitar situacio-
nes de déficit de servicios. 

• El Gobierno Federal facilitará durante 
cinco años que los municipios puedan 
crear puntos de asesoría (gestión gruesa 
de los CLD), siempre y cuando garanticen 
una cofinanciación adecuada. Además, 
estos puntos de asesoría municipales po-
drán recibir y canjear los talones de asesoría 
que concede el seguro público de cuidados.

• El Ministerio de Sanidad financiará un 
proyecto piloto que tiene como objetivo 
poner a prueba una asesoría integral en 
60 municipios. Durante este periodo es-
tos municipios podrán crear centros de 
asesoría unificados, la competencia pasa 
de los seguros de cuidados a los munici-
pios y los seguros de cuidados además 
reembolsarán el coste correspondiente. 

• Los seguros públicos de cuidados de 
larga duración pondrán a disposición 25 
millones de euros anuales para mejorar el 
apoyo a las personas necesitadas de CLD 
y otros 10 millones para crear las redes 
locales de apoyo a este colectivo y sus 
familiares, siempre y cuando los munici-
pios y/o los gobiernos regionales hagan 
una aportación económica idéntica.
 
El proyecto de ley suscitó reacciones 

muy encontradas en el sector y los agen-
tes sociales. Los grandes seguros de cui-
dados de larga duración y los proveedores 
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de servicios criticaron lo que consideraban 
una excesiva transferencia de competen-
cias a los municipios sobre todo en materia 
de asesoría. Los sindicatos creen necesario 
reforzar el papel de los municipios y, sobre 
todo, garantizar la coordinación entre todos 
los actores del sistema. Dos de las gran-
des organizaciones de los municipios y las 
mancomunidades criticaron el proyecto de 
ley al considerarlo poco ambicioso y por 
quedarse muy por detrás de las propuestas 
del grupo de trabajo creado por el Minis-
terio de Sanidad. Advertían que la ley abre 
a los seguros de cuidados diversas vías 
para bloquear la puesta en marcha de los 
proyectos piloto.  La Federación de los se-
guros de cuidados es sumamente belige-
rante con un reforzamiento del papel de los 
municipios. Afirma que la normativa actual 
garantiza la participación de los municipios 
en la planificación, critica lo que conside-
ra una falta de interés municipal por asumir 
responsabilidades en esta materia y la falta 
de financiación por parte de los gobiernos 
regionales.6

La oposición parlamentaria manifestó sus 
críticas a la Ley, considerando insuficiente 
que ésta amplíe las competencias munici-
pales en la asesoría mientras que no avan-
za en la municipalización de la planificación 
de los cuidados (Die Grünen, 2016). En el 
trámite parlamentario de la Ley, las comi-
siones de la Cámara Alta – órgano en el 
que están representados los gobiernos re-
gionales propusieron al plenario comunicar 
al Parlamento Federal “lamentar, que las 
propuestas del grupo de trabajo federal y 
regional no hayan sido recogidas en su to-
talidad” (Bundesrat, 2015).

3. La desmunicipalización de los servi-
cios sociales: el ejemplo español.

Los servicios sociales han constituido 
una competencia propia de los municipios 
españoles desde la Constitución Española 
de 1812. En líneas generales, hoy en día los 
municipios españoles asumen un primer 
nivel de atención comunitaria mientras que 
el segundo nivel funcional especializado re-
cae en las CCAA (Asociación Estatal de Di-
rectoras y Gerentes de Servicios Sociales, 
2013). 

En la primera fase de la descentralización 
después de 1975 y una vez aprobados los 
primeros estatutos de autonomía y la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
financiación de las Comunidades Autóno-
mas (LOFCA) se produjo una “consolida-
ción del poder autonómico a expensas del 
poder local, en un esquema territorial más 
competitivo que cooperativo entre niveles 
de gobierno.” (Pedraja y Pandiello, 2015). 
En la denominada “segunda descentrali-
zación” (Carbonell, 2014) normas como la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
bases del Régimen Local (LBRL) de 1985, 
que establecía la obligatoriedad de que los 
municipios con más de 20.000 habitantes 
presten los servicios sociales, así como la 
mayoría de los Estatutos de Autonomía (Ay-
merich, 2014) anclaron los servicios socia-
les en el ámbito local. 

Los Estatutos de Autonomía denomina-
dos de segunda generación, como el an-
daluz y el catalán, otorgan expresamente 
las competencias en materia de servicios 
sociales a los municipios (Arias, 2014).  Así, 

6 Compendio de las opiniones de las diferentes organizaciones: http://www.bundestag.de/ausschuesse18/a14/anhoerungen/ste-

llungnahmen-psg3/474280

El debate sobre el papel de los municipios en la prestación de 
servicios sociales. El ejemplo de Alemania y España



FUNDACIÓN CASER

38

por ejemplo, la Ley Orgánica 2/2007, de 19 
de marzo, de reforma del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía define la gestión de 
los servicios sociales comunitarios como 
competencia propia de los municipios. 

El gasto municipal supone el 12% del 
gasto público. Los municipios destinan el 
40% de sus fondos a los servicios públicos 
básicos, el 11% a los servicios sociales y el 
18% a la sanidad, educación, cultura y de-
portes (Villar, 2014). En 2015 la gestión local 
de los servicios sociales supuso un gasto 
de 5.300 millones de euros, los municipios 
financian 3.834 millones y las CCAA otros 
1.461 millones. Esto supone un recorte del 
16% frente a la legislatura anterior (Asocia-
ción de Directoras y Gerentes de Servicios 
Sociales de España, 2016).

Los municipios generan aproximadamen-
te la mitad de sus recursos a través de im-
puestos propios si bien, al igual que en el 
caso alemán muchos de ellos no cuentan 
por su tamaño con la “masa crítica” (Pedra-
ja y Pandiello 2015) necesaria para garan-
tizar la provisión de servicios adecuados. 
Pedraja y Pandiello (2015) identifican diver-
sas disfunciones en la gestión municipal: 
su enorme vulnerabilidad a la influencia de 
grupos de presión, la disparidad de reali-
dades locales que ha redundado en una 
enorme diversidad de servicios, las dupli-
cidades competenciales, la falta de un sis-
tema de financiación adecuado para que 
los municipios realmente puedan proveer 
los servicios que demanda la ciudadanía 
y, por último, el papel de las diputaciones, 
instituciones que adolecen de una falta de 
legitimación democrática. El modelo de fi-
nanciación que se ha ido creando en estos 

años claramente infrafinancia a los munici-
pios y además se caracteriza por su falta de 
transparencia, lo que ha llevado a muchos 
municipios a caer en lo que Bosch y Súa-
rez califican de “fiscal illusion” (2015: 56) 
En cuanto a la asunción de competencias, 
muchos municipios asumieron por la vía de 
los hechos competencias que en realidad 
estaban localizadas en el ámbito de las co-
munidades autónomas (Pedraja y Pandie-
llo, 2015).

3.1. Los municipios y el Sistema para la Au-
tonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) 
en España.

Los Estatutos de Autonomía, la Ley re-
guladora de las Bases del Régimen Local 
y las diferentes Leyes de Servicios Socia-
les de las CCAA designan a los Municipios 
como responsables de los Servicios Socia-
les. La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
de promoción de la autonomía personal y 
atención de las personas en situación de 
dependencia contempla la participación de 
los municipios en la gestión de los servicios 
de atención a las personas en situación de 
dependencia. Además, el artículo 12 prevé 
que puedan “participar en el Consejo Terri-
torial del Sistema para la Autonomía y Aten-
ción a la Dependencia en la forma y condi-
ciones que el propio Consejo disponga”.

La realidad de las CCAA difiere conside-
rablemente tanto en sus opciones de cola-
boración, la amplitud de las competencias, 
el fomento de Mancomunidades y la posibi-
lidad de que los propios municipios puedan 
establecer carteras de servicios (Fundación 
Caser, 2015). En lo relativo a los servicios 
de ayuda a domicilio (SAD) los municipios 
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pueden, si así lo establece la propia nor-
mativa de la CCAA, determinar la forma 
de gestión (directa, indirecta, a través de 
entidades de derecho público o del sector 
empresarial). Esta normativa suele regular 
la posibilidad de firmar convenios entre la 
Consejería competente y los entes locales. 
A diferencia de lo detallado para el caso 
alemán, en España, “las Corporaciones Lo-
cales en su ámbito territorial disponen de 
las funciones de información, valoración, 
diagnóstico, prescripción, coordinación, 
supervisión, planificación y evaluación, así 
como el personal que las desarrolle, dentro 
del marco de la planificación autonómica”. 
(Fundación Caser, 2015). 

El papel de las Diputaciones ha sido de-
terminante para garantizar la provisión ade-
cuada de servicios en los municipios con 
menos de 20.000 habitantes, sin embargo, 
han perdido en importancia en la medida en 
que se han ido implementando las Manco-
munidades de Municipios. 

Como señala la Fundación Caser (2015) 
resulta difícil identificar una característica 
de las mancomunidades ya que las dife-
rencias son considerables debido a las di-
vergencias entre la legislación estatal y la 
de las comunidades autonómicas, siendo 
especialmente activas las del País Vasco y 
Cataluña. 

La Fundación Caser (2015) señala que to-
das las Diputaciones asumen las siguientes 
tareas:

- Ofrecen información sobre los SAD,
- Firman convenios de colaboración con 
las CCAA y con los municipios,

- Redactan pliegos para la contratación 
del SAD para municipios pequeños,
- Coordinan las instituciones y las empre-
sas privadas,
- Mantienen la comunicación con las em-
presas proveedoras y
- Garantizan la provisión homogénea en la 
gestión y prestación del SAD.

3.2. La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la 
Administración local (LRSAL) en España.

La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Admi-
nistración local (LRSAL) pretende ajustar la 
administración local a la situación de crisis 
y modifica sustancialmente la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las bases del 
Régimen Local (LBRL) y el Texto Refundido 
de la Ley de Haciendas Locales. La Expo-
sición de Motivos detalla los objetivos de 
LRSAL (Montoya, 2014):

• clarificar las competencias municipales 
para eliminar posibles duplicidades,
• racionalizar la estructura organizativa 
aplicando los principios de la eficiencia, 
estabilidad y sostenibilidad,
• control financiero y presupuestario y
• favorecer la iniciativa privada.

En líneas generales, la LRSAL pretende 
poner orden en un sistema de financiación 
desajustado, detallando un listado de ma-
terias en su artículo 25.2 que se supone 
son las que deberán asumir los municipios, 
condicionando la delegación de otras com-
petencias desde las CCAA a los municipios 
a diversos requisitos e introduciendo prin-
cipios nuevos y poco pragmáticos como el 
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de “una administración, una competencia” 
(Navarro y Zafra, 2014).

La LRSAL centraliza las competencias 
(sanidad, educación y servicios sociales) en 
las comunidades, desentendiéndose de la 
financiación de estos servicios. El Gobier-
no cifra en más de 3.500 millones de eu-
ros el ahorro que generará este traspaso de 
competencias en el período 2014 a 2017, 
una estimación que parece excesivamente 
optimista (Pedraja y Pandiello, 2015), sobre 
todo teniendo que, según el Informe del 
ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas, el ahorro neto total de 7.129 mi-
llones de euros.  

El papel de las diputaciones se ve refor-
zado por la LRSAL dado que asumen un 
papel supramunicipal de coordinación e 
incluso de prestación de servicios para los 
municipios de menos de 20.000 habitantes, 
el 96,19 % del total. Las Diputaciones tie-
nen como competencias propias de acuer-
do al artículo 36 de la LRBR la coordina-
ción de los servicios municipales entre sí, 
la provisión de servicios supramunicipales 
y el seguimiento de los costes efectivos. 
La LRSAL determina como competencias 
propias de las Diputaciones el fomento o la 
coordinación de la prestación unificada, la 
contratación centralizada en los municipios 
con menos de 20.000 habitantes y el segui-
miento de los costes. Un mayor protagonis-
mo de las Diputaciones encierra el riesgo 
de que se pierda el efecto legitimador de la 
prestación de cercanía de los servicios pú-
blicos. “Si se priva a los ayuntamientos del 
ejercicio de sus competencias, las eleccio-
nes carecerán de sentido ya que, mientras 
la Diputación ejerce las competencias, los 

municipios pasan el examen de las eleccio-
nes y cobran los impuestos. Será entonces 
imposible que se produzcan ganancias en 
eficencia por ajustes con las preferencias 
de los ciudadanos en la prestación de los 
servicios.” (Pedraja y Pandiello, 2015). Esta 
asunción de funciones por las Diputaciones 
“desnaturaliza” (Villar, 2014) lo municipal y 
confunde lo provincial con lo local, si bien, 
como hemos visto en el apartado anterior, 
las Diputaciones ya asumen funciones simi-
lares en el ámbito del SAAD. 

En lo relativo a las competencias, la LR-
SAL distingue entre las propias (art. 7.1. y 
25 LRBL), las delegadas (art. 27 LRBL) y 
las distintas de las propias y delegadas. 
Además, suprime las actividades comple-
mentarias reguladas por el artículo 28 de 
la LRB.

En el listado de competencias propias, 
la prestación de servicios sociales pasa 
de “prestación de servicios sociales, pro-
moción y rehabilitación” (antiguo artículo 
25.2.k LRBL) a “evaluación e informe de 
situaciones de necesidad social y aten-
ción inmediata a personas en situación o 
riesgo de exclusión social” (actual artículo 
25.2.e LRBL) en las poblaciones de más de 
20.000 habitantes. La nueva redacción de 
este artículo es una “clara muestra de los 
tintes limitadores de la reforma respecto a 
la asunción competencial municipal (…) y 
permite poner en cuestión si, tras la apro-
bación de esta norma, el precepto continúa 
encerrando una cláusula general de compe-
tencia municipal, esto es, si el ayuntamien-
to puede satisfacer el interés general de 
los vecinos, en todos aquellos ámbitos de 
actuación que no están reservados a otra 
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Administración”. (Arias 2014: 386). 

Son competencias delegadas de acuer-
do al artículo 27 de la LRBRL las que el Es-
tado o las CCAA trasladan a los municipios 
a través de un convenio, están sujetas a 
reglas, a técnicas de control y supervisión 
y cuya financiación esté garantizada (Fun-
dación Caser, 2015). El artículo 27.3 de la 
LRBRL recoge las competencias en las que 
el Estado y las CCAA pueden delegar en los 
municipios entre los que están la “presta-
ción de los servicios sociales, promoción de 
la igualdad de oportunidades y la prevención 
de la violencia contra la mujer“, posibilidad 
prevista también por la disposición transi-
toria segunda de la LRSAL. La delegación 
es la vía para el “restablecimiento del nivel 
competencial” (Santamaría, 2014) pero solo 
podrá efectuarse si viene acompañada de 
la financiación, mejora la eficiencia de la 
gestión pública, elimina duplicidades y se 
ajusta a los criterios de estabilidad presu-
puestaria y estabilidad financiera. Esto su-
pone una ruptura con el espíritu que hasta 
entonces había regulado la delegación, que 
era siempre y cuando supusiera una mejora 
de la “eficacia de la gestión pública” y de 
la “participación ciudadana”. Por lo tanto, 
después de la reforma en las delegaciones 
los “objetivos de estabilidad presupuestaria 
y la sostenibilidad financiera se sobreponen 
al interés local, la participación vecinal y la 
eficacia en la gestión.” (Arias, 2014). Pero 
es que, además, en caso de producirse la 
delegación, la titularidad de los servicios ya 
no será municipal, sino que pasaría a ser 
de las CCAA. Aymerich (2014) señala que 
los efectos inmediatos serían dos: la pér-
dida de la autonomía local y un recorte del 
gasto social.

Las competencias distintas de las pro-
pias y de las delegadas están reguladas 
por el artículo 27 de la LRBRL y están supe-
ditadas a que no pongan en peligro la esta-
bilidad financiera municipal y que no exista 
una duplicidad. Según el informe de la Fun-
dación Caser (2015) los municipios podrán 
desarrollar servicios distintos a los ajenos 
por la vía de la delegación o asumiendo 
competencias distintas a las propias y a 
las delegadas. Para ello deberían cumplir 
con lo establecido por el artículo 7.4 de la 
LRBRL, promoviendo un expediente al que 
habrá que adjuntar un informe competen-
te para la financiación y otro del organismo 
competente de la materia, en este caso la 
Consejería correspondiente.

Por último, la disposición transitoria se-
gunda de la LRSAL transfiere a las CCAA 
las competencias en materia de servicios 
sociales con fecha 31 de diciembre de 
2015, quedando en suspenso si el traspaso 
realmente se podía producir en dicho plazo 
a la vista de los cambios sustanciales que 
debía hacerse en diversas normativas.

Desde hace tiempo la competencia del 
Estado para regular las competencias mu-
nicipales p.ej. en materia de servicios so-
ciales ha sido motivo de debate y de una 
jurisprudencia constitucional con un “sen-
tido claramente recentralizador” (Aymerich, 
2014). Incluso el Informe del Consejo de 
Estado sobre el anteproyecto de la LRSAL 
da por bueno que el legislador estatal pue-
da establecer máximos competenciales 
“pues siempre que respete el núcleo básico 
e intangible que define la autonomía local 
como tal, puede en el ejercicio de dicha 
competencia ampliar o estrechar la esfera 
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de actuación de las Corporaciones Locales. 
(…) Puede éste, en definitiva, efectuar una 
redefinición del ámbito competencial muni-
cipal, por más que ello obligue al legislador 
autonómico a introducir en su ordenamien-
to los ajustes necesarios.” Según señala 
Aymerich (2014) este criterio del Consejo 
de Estado fue decisivo para que el traslado 
del conjunto de competencias a las CCAA 
se mantuviera en texto. 

La LRSAL sustituye el principio de “máxi-
ma proximidad de la gestión administrativa 
a los ciudadanos” por el “principio de proxi-
midad”, el artículo 25.1 de la LRBL refor-
mado reduce considerablemente el margen 
de actuación de los municipios que ya solo 
podrán prestar las “actividades y prestar los 
servicios públicos que contribuyan a satis-
facer las necesidades y aspiraciones de la 
comunidad vecinal en los términos previs-
tos en este artículo” y no ya de “toda clase” 
como decía en su redacción anterior a la 
reforma. 

Limita considerablemente la libertad de 
elección del modelo de gestión previsto por 
el artículo 30 del Reglamento de Servicios a 
las Corporaciones Locales, que pasa a re-
girse por el principio del “modo de gestión 
más sostenible y eficiente” (Villar, 2016). 
La Asociación de Directoras y Gerentes de 
Servicios Sociales de España (2016) afirma 
que el gasto en riesgo por la LRSAL podría 
alcanzar los 2.600 millones de euros y se-
ñala que Anteproyecto de Ley de racionali-
zación y sostenibilidad de la Administración 
local suponía “un grave atentado al munici-
palismo en nuestro país. El municipalismo 
es una de las señas de identidad del Siste-
ma Público de los Servicios Sociales por lo 

que tiene de cercanía y proximidad a la ex-
presión de las necesidades sociales de los 
ciudadanos y por lo que las comunidades 
locales y de barrio tienen de ámbito básico 
de la intervención comunitaria que les son 
consustanciales.” (Asociación Estatal de 
Directoras y Gerentes de Servicios Socia-
les, 2013). 

3.3. La oposición a la LRSAL.

La LRSAL fue acogida en sus distintas 
fases con escepticismo tanto por exper-
tos como por las propias administraciones 
locales (Boix, 2014). “La valoración gene-
ral sobre la reforma administrativa que de 
este proceso se deduce es, por ello, más 
bien pobre en sus contenidos y ambiciones, 
poco original y recentralizadora sin más en 
cuanto a su orientación política y por todo 
ello es escasamente satisfactoria desde la 
perspectiva tanto del ahorro como de la efi-
cencia” (Boix, 2014).  

Martínez de la Casa (2016) identifica tres 
ejes de resistencia a esta Ley con sus res-
pectivas ideas fuerza:
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La LRSAL planteaba serias dificultades 
para su aplicación debido a las dudas in-
terpretativas, la complejidad del régimen 
transitorio, las diferencias en su aplicación 
territorial y, por último, el “rechazo generali-
zado” (Nuñez, 2015) que suscitó. 

Como señalan Navarro y Zafra (2014) di-
versas comunidades autónomas inmedia-
tamente blindaron las competencias mu-
nicipales a través de normas de diverso 
rango (Carbonell, 2014), no reconociendo 
la capacidad del Estado para limitarlas, aun 
dando a entender que estaban de acuerdo 
en la necesidad de recortarlas (Almeida, 
2015). Estas normas mantienen el estatus 
quo al menos para aquellas competencias 
que los municipios venían ejerciendo antes 
de la entrada en vigor de la ley como para 
aquellas otras que han quedado excluidas 
del catálogo de competencias propias re-
cogidas por el artículo 25.2. (Carbonell, 
2014).

También han optado por esta vía las Co-
munidades Autónomas gobernadas por el 
Partido Popular (Martínez de la Casa, 2016). 
La Junta de Extremadura blindó las entida-
des locales menores, la Xunta de Galicia 
aprobó la Ley 5/2014, de 27 de mayo, de 
medidas urgentes derivadas de la entrada 
en vigor de la Ley 27/2013, de racionaliza-
ción y sostenibilidad de la Administración 
Local que tiene como objetivo evitar tener 
que asumir competencias derivadas a los 
municipios. La Ley 1/2014, de Adaptación 
del Régimen Local de la Comunidad de Ma-
drid a la Ley 27/2013, de racionalización y 
sostenibilidad de la Administración Local 
supedita esa asunción de competencias a 
la aprobación de un nuevo sistema de fi-
nanciación. 

La segunda vía para frenar la aplicación 
de la LRSAL fue la presentación de recur-
sos contra la reforma al Tribunal Constitu-
cional, que admitió los presentados por los 

ACTORES DEL CONFLICTO ARGUMENTOS DE OPOSICIÓN

Izquierda - derecha 

Centro – periferia 
No mejora la situación de los municipios, invade competencias 
de los Estatutos de Autonomía, abre un proceso de recentralización.

Partido Popular – Partido Popular 
Con�icto entre élites del Gobierno Central y de las Comunidades 
Autónomas. Rea�rmación de la primacía de la legislación autonómica 
en materia local, rechazo a asumir competencias sin �nanciación.

Recorta competencias, atenta contra la autonomía local, 
privatiza servicios, será motivo de despidos, es 
antidemocrática va contra la Carta Europea de Autonomía Local.

Fuente: Martínez de la Casa 2016: 11 s.
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Gobiernos de Andalucía, Cataluña, Cana-
rias y Asturias así como los presentados 
por los Parlamentos de Extremadura, Ca-
taluña, Andalucía y Navarra así como el re-
curso conjunto de 130 diputados y diputa-
das de Izquierda Plural, PSOE, Grupo Mixto 
y UPyD y, por último el de cerca de 3.000 
Ayuntamientos.7

3.4. La sentencia de la Tribunal Constitucional.

Navarro y Zafra (2014) advertían de la fal-
ta de encaje constitucional de la Ley, crite-
rio que hace suyo Arias (2014) cuando pre-
gunta “¿puede el legislador estatal alterar el 
reparto competencial Comunidades Autó-
nomas/entes locales en materias, como la 
asistencia social, de competencia exclusiva 
autonómica?” (Arias, 2014). Almeida (2015) 
ponía en duda que, a la vista del reparto de 
competencias entre el Estado y las Comu-
nidades Autónomas, la norma más incisiva, 
la disposición transitoria segunda de la LR-
SAL podía producir “como mucho, hipotéti-
camente, una mínima alteración del ámbito 
competencial de municipios y Administra-
ciones autonómicas en el campo de los ser-
vicios sociales.” (Almeida, 2014).  

El 8 de marzo de 2016 el Tribunal Consti-
tucional dictó una sentencia estimando par-
cialmente el recurso de inconstitucionalidad 
presentado por la Asamblea de Extremadu-
ra contra la LRSAL.  Anula la disposición 
transitoria 2ª de la LRSAL que imponía a las 
Comunidades Autónomas la obligación de 
asumir las competencias de municipales en 
materia de servicios sociales. 

Los servicios de asistencia social y aten-

ción primaria a la salud, explica el Tribunal, 
son competencias de las Comunidades 
Autónomas que “el nivel municipal venía 
prestando porque así lo decidieron (o per-
mitieron) las Comunidades Autónomas (al 
amparo de los Estatutos) o el Estado” (en 
aplicación del art. 149.1.18 CE), o, simple-
mente, porque fueron desarrollados de he-
cho por los Ayuntamientos”. El Tribunal de-
termina que “El Estado solo podrá atribuir 
competencias locales específicas, o prohi-
bir que éstas se desarrollen en el nivel local, 
cuando tenga la competencia en la mate-
ria o sector de que se trate. En materias de 
competencia autonómica, solo las Comuni-
dades Autónomas pueden atribuir compe-
tencias locales o prohibir que el nivel local 
las desarrolle; sujetándose en todo caso a 
las exigencias derivadas de la Constitución 
(singularmente, arts. 103.1, 135, 137, 140 y 
141 CE), las bases del régimen local ex art. 
149.1.18 CE y, en su caso, los Estatutos de 
Autonomía. Ciertamente, las bases pueden 
llegar a prefigurar específicamente el poder 
local en materias de competencia autonó-
mica, pero, de acuerdo con lo razonado en 
el fundamento jurídico 9 de esta Sentencia, 
solo para garantizar un núcleo homogéneo 
de derechos prestacionales del vecino; o 
para atribuir directamente competencias 
locales, si ello no supone -un obstáculo a 
las competencias que corresponden a las 
Comunidades Autónomas (STC 214/1989, 
FJ 12).”

El TC considera por ello que, entre otras 
la disposición adicional 2ª ha “superado el 
ámbito que la Constitución asigna a una 
regulación básica sobre atribuciones locales 
(art. 149.1.18 CE) y, con ello, han invadido 

7 El País del 17.8.2014 http://politica.elpais.com/politica/2014/08/17/actualidad/1408304126_035627.html
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las competencias autonómicas de asistencia 
social y sanidad, recogidas en los apartados 
24 y 27, respectivamente, del art. 9 del Esta-
tuto de Autonomía de Extremadura”.

3.5. Los motivos de la reforma.

Como señalan Pedraja y Pandiello (2015), 
remitiendo al texto ya clásico de Peacock 
y Wiseman (1961), esta reformulación de 
las reglas del juego institucional y la recen-
tralización son el resultado de la crisis eco-
nómica, algunos autores incluso hablan de 
un “derecho de la crisis” (Villar, 2016). La 
LRSAL da continuidad a una serie de medi-
das encaminadas a racionalizar la adminis-
tración (Montoya, 2014) que arrancan con 
el Plan de Estabilidad y Crecimiento 2010 – 
2013, aprobado por el Consejo de Ministros 
de 29 de enero de 2010, sustanciado en la 
reforma del artículo 135 de la CE en 2011 y 
la consiguiente incorporación de las reglas 
(estabilidad presupuestaria, sostenibilidad 
financiera y regla de gasto) en la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 
(LOEPSF) y  en el Informe de la Comisión 
para la Reforma de las Administraciones 
Públicas (Informe CORA) (Nuñez, 2015). La 
LRSAL es un ejemplo más del “efecto que 
sobre el orden constitucional está propi-
ciando ya la introducción en este del nuevo 
artículo 135, en el contexto de la crisis eco-
nómica que nos azota y los consecuentes 
apuros económicos-financieros del Estado 
en su conjunto, que (…) parece poder librar-
se del papel de asunción de los desarreglos 
y desauferos de dicho sistema gracias al 
traslado forzoso de sus consecuencias a la 
ciudadanía llana.” (Parejo, 2014). 

Se trata de una medida encuadrada en un 
programa de actuación “impuesto por com-
promisos políticos y obligaciones jurídicas 
contraídas con Europa, constitucionalmen-
te integradas en nuestro ordenamiento, al 
menos en lo referido a la necesidad de con-
tener el gasto público y el déficit y de me-
jorar la eficiencia administrativa.” (Navarro y 
Zafra). Y, como señala el Consejo General 
de Trabajo Social “La concepción economi-
cista del anteproyecto aleja a los servicios 
sociales de las concepciones garantistas 
del estado del bienestar que se habían con-
seguido alcanzar en España y regresan a 
formas benéficas y asistencialistas.” (Con-
sejo General de Trabajo Social, 2013).

Pero cabe preguntarse si la LRSAL real-
mente responde a la necesidad de contener 
el gasto de los municipios, ya que su con-
tribución a la deuda pública en el momen-
to de aprobarse la Ley era solamente del 
4,6% sobre el conjunto, y la mayor parte de 
la deuda correspondía a las grandes ciuda-
des. Además, en el período 2013 a 2015 es-
taba previsto que el conjunto de los munici-
pios tuviera un déficit del 0% (Villar, 2014). 
Como señala Núñez (2015) para legitimar 
la LRSAL los promotores de la Ley remiten 
a un informe del Instituto de Estudios Fis-
cales no publicado y que maneja datos no 
contrastables y altamente cuestionables. 

La reforma refleja una profunda descon-
fianza hacía las administraciones locales 
y regionales, motivos que tienen que ver 
con “los equilibrios institucionales básicos 
del Estado constitucional” (Villar, 2014), y 
“merman la autonomía local en su vertiente 
competencial” (Arias, 2014). 
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Una de las finalidades explícitas de la LR-
SAL es la de abrir este ámbito a la empresa 
privada, tal como sucedió con Ley de De-
pendencia. “En este punto la LRSAL atien-
de a las demandas de un sector empresa-
rial, que supo anticiparse y sacar partido 
de las oportunidades de negocio de la Ley 
de Dependencia y que ahora procura nue-
vos campos para expandirse y más recur-
sos públicos para compensar las pérdidas 
provocadas por la crisis.” (Aymerich, 2014). 
Una de las intenciones de la LRSAL sería 
la de crear “mercados de ámbito provin-
cial para la prestación de muchos servicios 
públicos.” (Boix, 2014). Precisamente en el 
ámbito de SAAD hay que poner en cues-
tión el que una privatización de los servicios 
garantiza una mejora de la atención. “La evi-
dencia parece apuntar en sentido contrario, al 
indicar que la planificación privada de la pro-
tección social privilegia las actividades más 
rentables y más caras – atención residencial 
– en detrimento de otras como la atención a 
domicilio que siendo más intensivas en em-
pleo y respondiendo mejor a las demandas de 
los usuarios (que, en general, quieren perma-
necer en su entorno familiar y social), resultan 
además menos costosas.” (Aymerich, 2014). 

Si bien, como señala Almeida (2014), el 
recorte de las competencias municipales 
en materia de los servicios sociales no pa-
rece haber prosperado de iure, si es posible 
que lo haga de facto “en la medida en la 
que parece probable que no pocas Comu-
nidades Autónomas, a través de sus futu-
ras normas en materia de educación, salud, 
sanidad y servicios sociales, termine asu-
miendo como propios los fundamentos y 
postulados de esta última modificación de 
la LBRL” (Almeida, 2015). 

4. Conclusiones.

Los procesos de re- y desmunicipaliza-
ción descritos en este artículo reflejan la 
complejidad de las reformas de sistemas 
de Bienestar Social como el alemán y el 
español, basados en un reparto del poder 
específico entre los diferentes actores. En 
cierta manera ésta y otras reformas retratan 
la capacidad de veto y de bloqueo que el 
sistema concede a diversos actores, crean-
do una asimetría de poder. En Alemania los 
municipios son actores débiles frente a los 
seguros de cuidados, en España el nivel re-
gional y el estatal tienen una capacidad de 
maniobra mucho mayor. 

El reparto territorial de las competen-
cias en la gobernanza es uno de los temas 
emergentes en el análisis de los sistemas 
sociales por la creciente conciencia de que 
un desequilibrio en la estructura interna 
puede generar desigualdades territoriales 
en el acceso y mermar considerablemen-
te la capacidad del sistema en su conjunto 
para prestar los servicios que la ciudada-
nía reclama. En caso de prescindir de algu-
no de los actores centrales, pueden darse 
desajustes entre la oferta y estructura de 
los servicios y la demanda por parte de las 
personas que requieren cuidados y/o de 
sus familiares. Pero el diseño del reparto 
de competencias en las políticas socia-
les no es nunca un mero ejercicio técnico. 
Siempre refleja la relación de fuerzas entre 
actores políticos, que a veces representan 
modelos antagónicos o al menos diferentes 
de cómo debe ser el Estado de Bienestar.  

Pero las políticas municipales no tienen 
que ser las más eficaces en todos los 
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ámbitos. Son especialmente adecuadas 
si se trata de ajustar las políticas sociales 
a las realidades locales y legitimar dichas 
políticas involucrando a las personas afec-
tadas en su diseño, pero encierran el ries-
go de acentuar las diferencias regionales. 
Las políticas municipales son sumamente 
dispares tanto en su contenido, como en 
la voluntad política que las orienta y en su 
margen financiero para desarrollar políticas. 
Además, pueden responder a motivaciones 
muy diferentes y posiblemente contradicto-
rias, como la de imponer una moderación 
del gasto de los CLD y la de mejorar la 
atención y los cuidados movilizando el po-
tencial de la sociedad civil local, la empresa 
privada, las instituciones y el Tercer Sector. 
Apostar por la municipalización supone en-
frentarse al reto de consensuar parámetros 
unitarios para las políticas municipales que 
mantengan la autonomía local, fomenten la 
diversidad de políticas y experiencias pero 
que también sirvan de marco común para 
evitar diferencias territoriales en la intensi-
dad de los servicios sociales que se ofrecen 
a los ciudadanos, en los criterios de acceso 
y en la calidad de los mismos.  

La municipalización de los servicios so-
ciales podría ser un instrumento para recali-
brar la infraestructura de los CLD y crear un 
contrapeso al mercado, ajustando la oferta 
de servicios a las necesidades reales, cen-
trando su diseño en los espacios sociales 
y creando sinergias y redes con todos los 
proveedores de servicios (formales e in-
formales, empresas, voluntariado, ONGs, 
instituciones). La remunicipalización abre el 
ámbito de los CLD a un sinfín de actores 
locales, marginados por el sistema actual. 
Implica la creación de espacios colaborati-

vos y podría ser la alternativa a un modelo 
que apuesta por una coordinación vertical 
y jerarquizada entre los diferentes niveles 
administrativos y actores y que, en casos 
como el español, se caracteriza por una 
enorme deslealtad de algunas instituciones 
con el sistema en su conjunto, pero sobre 
todo con la ciudadanía, que es la que en 
definitiva sufre estas políticas.

La disfuncionalidad de los CLD en Alema-
nia fue uno de los motivos para plantear la 
necesidad de volver a anclar en lo local la 
planificación, el diseño e incluso la provi-
sión de los servicios. A los pocos años de 
ponerse en marcha el seguro público de 
cuidados ha quedado claro que el merca-
do como ente regulador no garantiza una 
atención de cercanía e integral, cuyo obje-
tivo principal sea lograr la autonomía de las 
personas con una necesidad de CLD. Pero 
el empuje inicial del debate ha perdido su 
fuerza y la reforma impulsada en esta legis-
latura solo ha sido de corto alcance, que-
dando muy por detrás de lo que exigían los 
principales actores. Se han impuesto los 
actores contrarios a dar a los municipios 
mayores competencias, en especial el sec-
tor empresarial y los seguros de CLD.

El caso español es bien diferente. El Go-
bierno legitimó el intento de recalibrar el 
reparto de competencias en materia de 
servicios sociales a través de la LRSAL 
remitiendose a la insuficiente financiación 
de los entes locales, a supuestos desajus-
tes y duplicidades competenciales. La Ley 
se topó con un considerable rechazo que 
logró formar una masa crítica suficiente 
para frenarla, pero demasiado débil para 
plantear una alternativa a un modelo de 
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servicios sociales municipales deficitario y 
con enormes disparidades regionales. 
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